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SEÑORES: 

HONORABLES MAGISTRADOS 

CONSEJO DE ESTADO   

E.S.H.D. 

 

PROCESO : ACCION DE TUTELA 

ACCIONANTE   : JAQUELINE RODRIGUEZ ESPEJO  

ACCIONADO  : SALA DE LA SECCIÓN TERCERA “SUBSECCION B” DEL CONSEJO DE ESTADO  

 

FERNANDO JOSE MERCHÁN RAMOS, mayor de edad, domiciliado y residente en la ciudad de Bogotá, 

identificado con la cédula de ciudadanía No 80.491.968, con Tarjeta Profesional de Abogado No 119.540 

del CSJ, en uso del poder conferido por la accionante, JAQUELINE RODRIGUEZ ESPEJO, mayor de edad, 

domiciliada y residente en esta ciudad, identificada con la cédula de ciudadanía No 39.542.702, 

manifestó que interpongo acción de tutela contra la SALA DE LA SECCIÓN TERCERA “SUBSECCION B” 

DEL CONSEJO DE ESTADO, para que de acuerdo con el artículo 86 de la Constitución de 1991 y el 

Decreto 2591 de 1991, le sean restablecidos sus derechos fundamentales al DEBIDO PROCESO, 

SEGURIDAD JURIDICA,  CONFIANZA LEGITIMA y CONTROVERSIA JURÍDICA MATERIA DE LA DECISIÓN 

JUDICIAL, los cuales fueron vulnerados por defectos sustantivos ,  facticos y por violación directa de 

la Constitución  al interior de la sentencia proferida el 13 de julio de 2022, notificada por Edicto el 30 

de septiembre de 2022, dentro del proceso No 25000-23-26-000-2012-00838-1 (52089). 

 

I. DECLARACIÓN JURAMENTADA 

 

Bajo la gravedad del juramento manifiesto que no se ha formulada acción de tutela por los hechos 

narrados. 

 

II. HECHOS 

 

1. La accionante instauró acción de reparación directa contra la NACIÓN -DIRECCIÓN NACIONAL 
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DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL, con el fin que se la declarara administrativamente responsable 

de la totalidad de los perjuicios que le ocasionaron, derivados del error jurisdiccional, 

contenido en la sentencia sustitutiva de segunda instancia,  proferida por el Juzgado Trece 

(13) Civil del circuito de Bogotá, el día veintiocho (28) de abril de dos mil once (2011), al interior 

del proceso No 2006-1078, y en consecuencia de esa declaratoria que fuera condenada a 

resarcirla en las cuantías y por los conceptos solicitados en la demanda.  

 

2. Como fundamentos fácticos se expuso en la demanda: 

 

2.1. Que el día cuatro (4) de septiembre de dos mil seis (2006), el vehículo de propiedad de 

la aquí accionante, Jaqueline Rodríguez Espejo, de placa QHW-193, marca Fiat, tipo 

automóvil de servicio particular, No de motor 9340463, No de chasis 

ZFA16000005030862, de color verde/laca lind, ingresó al taller denominado 

SINCRONAUTOS de propiedad del señor Luís Elicerio Velasco Arias, ubicado en la calle 56 

A sur No 27-84 de Bogotá, con el fin de que éste  fuera  sincronizado. Prueba de ello fue 

la factura cambiaria No 4009, de fecha septiembre cuatro (4) de dos mil seis (2006),  

expedida por dicho taller, en la cual consta el motivo y la fecha en que ingresó  del citado 

rodante. 

 
 

2.2. El día cinco (5) de septiembre de dos mil seis (2006) la accionante se presentó al taller 

con el fin de retirar su automotor, según lo acordado,  con la tremenda sorpresa de que 

el citado rodante se encontraba totalmente incinerado… 

 

2.3. Como consecuencia del hecho anterior, por intermedio de apoderado judicial, la 

demandante instauró  proceso ordinario de responsabilidad civil extracontractual contra 

el Señor Luís Elicerio Velasco Arias, propietario del taller  denominado SINCRONAUTOS. 

La demanda por reparto correspondió, en primera instancia, al juzgado treinta y nueve 

(39) civil municipal de Bogotá, quien le impartió el trámite del proceso abreviado previsto 

en los artículos 408 a 414 del CPC, proceso que fue radicado bajo el número 2006-1078. 

 

2.4. Impartido el trámite de que tratan los artículos 409 a 414 del Código de Procedimiento 
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Civil, el día dos (2) de febrero  de dos mil nueve (2009) el Juzgado Treinta y Nueve (39) 

Civil Municipal de Bogotá profirió sentencia de primera instancia, por medio de la cual  

absolvió a la parte demandada de todas y cada una de las pretensiones. 

 

2.5. El argumento  del Juzgado Treinta y Nueve (39) Civil Municipal para absolver al 

demandado en primera instancia, consistió en que aquél,   según el sentenciador a quo, 

había probada la excepción denominada  “inexistencia del derecho pretendido en virtud 

de la ausencia de los requisitos estructurales de la negligencia e imprudencia como 

elementos constitutivos de la culpa. 

 

2.6. Dentro del término legal la sentencia fue apelada, por incongruencia en relación con los 

hechos probados, teniendo en cuenta que en el taller Sincronautos, de propiedad del 

Señor Luis Elicerio Velasco Arias, se desarrollan actividades peligrosas, en virtud de que 

se cumplen labores que conllevan el empleo de máquinas y combustibles inflamables, y 

en general,  todo lo concerniente para la reparación, mantenimiento y conservación de 

vehículos automotores. Así mismo por la falta de aplicación del artículo 2356 del Código 

Civil, por la falta de aplicación de la confesión ficta del demandado, quien no asistió al 

interrogatorio de parte ni justificó su inasistencia, por falta de apreciación de los 

testigos, y por falta de aplicación del precedente judicial. Por reparto el trámite de 

segunda instancia correspondió al Juzgado Trece (13) Civil del Circuito de Bogotá.  

 

2.7. Desatado el recurso de apelación, el Juzgado Trece (13) Civil del Circuito de Bogotá 

circuito, mediante sentencia de fecha quince (15) de octubre de dos mil nueve (2009), 

confirmó la sentencia del a quo en el mismo sentido 

 

2.8. La accionante interpuso ante el Honorable Tribunal Superior del Distrito Judicial de 

Bogotá-Sala Civil- , acción de tutela contra la sentencia de segunda instancia proferida 

por el Juzgado Trece (13) Civil del Circuito de esta ciudad, con el fin de que se le tutelara 

su derecho fundamental al debido proceso, que fue vulnerado por vías de hecho, debido 

a errores fácticos y procedimentales cometido por el citado juzgado, y en consecuencia 

de ello se dejara sin valor y efecto dicha sentencia, ordenando proferir un nuevo fallo 
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que se ajustara a derecho. 

 

2.9. Desatada la acción de tutela en primera instancia, por la Sala Civil del Tribunal Superior 

del Distrito Judicial de Bogotá, mediante fallo adiado el veintiséis (26) de noviembre de 

dos mil nueve (2009) negó la protección solicitada, bajo el argumento de la autonomía e 

independencia judicial, aunado a que la sentencia atacada estaba totalmente ajustada a 

derecho. En segunda Instancia, la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, 

mediante sentencia del diez (10) de febrero  de dos mil diez (2010) la confirmó, 

argumentando que contra las sentencias no procede acción de tutela, pues existían otros 

mecanismo jurídicos para hacer valer sus derechos. 

 

2.10. Mediante Sentencia T- 589, de fecha veintiséis (26) de Julio de Dos mil Diez (2010), la 

Corte Constitucional resolvió: 

 

➢ Revocar el fallo expedido el diez (10) febrero de dos mil diez (2010) por la Sala de 

Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, el cual confirmó la sentencia del 

veintiséis (26) de noviembre de dos mil nueve (2009), emitida por la Sala Civil del 

Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá, en la cual se negó el amparo 

solicitado.  

➢ Conceder la tutela del derecho al debido proceso de la señora Yaqueline Rodríguez 

Espejo, y en consecuencia de ello, dejo sin valor y efecto la sentencia proferida por 

el Juzgado Trece (13) Civil del Circuito de Bogotá de fecha quince (15) de octubre de 

dos mil nueve (2009), dentro del proceso radicado bajo el No 2006-1078. 

➢ Ordenar al Juzgado Trece (13) Civil del Circuito de Bogotá que, en el término máximo 

de los diez (10) días siguientes a la notificación de la sentencia de tutela, adoptará  

un nuevo fallo dentro del proceso de responsabilidad civil extra contractual iniciado 

por Yaqueline Rodríguez Espejo contra Luis Elicerio Velasco Arias (Rad. 2006-1078), 

y que esa nueva sentencia debía ajustarse a las directrices señaladas por la Corte 

Constitucional en la parte motiva de la sentencia que ampara los derechos 

fundamentales. 

2.11. En cumplimiento a lo ordenado por la Corte Constitucional en  Sentencia T- 589 de 2010, 
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el Juzgado Trece (13) Civil del Circuito profirió sentencia sustitutiva el día veintiocho (28) 

de abril de dos mil once (2011). 

 

2.12. La sentencia sustitutiva del Juzgado Trece (13) Civil del Circuito volvió a violar el derecho 

fundamental al debido proceso, por errores fácticos y normativos, aunado a que no se 

ajustó a lo indicado, ordenado y señalado por la Corte Constitucional en la sentencia T-

589 de 2010. 

 

2.13. Teniendo en cuenta que la accionante agotó todos los mecanismos que la Constitución y 

la Ley establecen, de conformidad con lo previsto por el artículo 67 de la Ley 270 de 1996, 

se acudió a la acción de reparación directa, como consecuencia de la actuación subjetiva, 

caprichosa, arbitraria, torticera  y flagrantemente del Juez Trece (13) Civil del Circuito, 

con el fin de obtener que la Nación sea declarada administrativamente responsable de la 

totalidad de los perjuicios que le ocasionaron, derivados del error jurisdiccional, 

contenidos en la sentencia sustitutiva de segunda instancia,  proferida el día veintiocho 

(28) de abril de dos mil once (2011), al interior del proceso No 2006-1078. 

 
 

3. De la demanda conoció el Tribunal Administrativo de Descongestión de Cundinamarca, 

Sección Tercera, Subsección C, quien la admitió mediante auto del 21 de junio de 2012. 

 
 

4. Notificada la demandada, dio contestación a la misma, proponiendo dos excepciones 

denominadas culpa exclusiva de la víctima e  innominada. 

 

5. Agotado el trámite de la primera instancia, Tribunal Administrativo de Descongestión de 

Cundinamarca, Sección Tercera, Subsección C, mediante sentencia del 12 de junio de 2014  

absolvió a la demandada de todas y cada una de las pretensiones incoadas. 

 

6. En la sentencia de primera instancia consideró el sentenciador de primer grado, que si la 

sentencia sustitutiva proferida por el Juzgado Trece (13) Civil del Circuito de Bogotá, en 

cumplimiento de lo ordenado por la Corte Constitucional en  Sentencia T- 589 de 2010, se 
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volvió a incurrir en errores al no ajustarse al fallo de tutela, la accionante debió haber hecho 

uso del “Incidente de desacato de tutela”, y que al no hacerlo, ello constituyó un eximente de 

responsabilidad a favor de la Rama Judicial, al tenor de lo dispuesto por el artículo 70  de la 

Ley 270 de 1996, el cual reenvía al artículo 67 ibídem, cuando señala  que el afectado deberá 

haber interpuesto los recursos de Ley, lo cual quiere significar que cuando no se interponen, 

el daño se entenderá debido a culpa exclusiva de la víctima. 

 

7. Dentro del término legal la accionante interpuso  recurso de apelación contra la sentencia 

de primera instancia. 

 

8. La Sala  de la Sección Tercera “Subsección B” del Consejo de Estado, mediante sentencia 

proferida el 13 de JULIO de 2022  confirmó el fallo recurrido. 

 

9. La sentencia  se notificó, conforme lo previsto en el artículo 203 del  CPACA, el día 30 de 

agosto de 2022, y por edicto el 15 de septiembre del mismo año. 

 

10. La sentencia proferida por La Sala  de la Sección Tercera “Subsección B” del Consejo de 

Estado dentro del proceso No 25000-23-26-000-2012-00838-1 (52089) se erige en una 

abierta vía de hecho judicial por la configuración de defectos sustantivos,  fácticos y por 

violación directa de la Constitución. 

 

11. La accionante agotó todos los medios de defensa judicial, tanto ordinarios como 

extraordinarios, en defensa de sus derechos, razón por la cual la acción de tutela es 

procedente para proteger sus derechos fundamentales al debido proceso, seguridad jurídica, 

confianza legitima y controversia jurídica materia de la decisión judicial. 

 

12. Como quiera que la accionante no cuenta con un medio de defensa eficaz a su alcance, la 

acción de tutela es procedente para restablecer sus derechos fundamentales. 
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III. DEMOSTRACIÓN DE LA VIOLACIÓN AL DERECHO FUNDAMENTAL DEL DEBIDO 

PROCESO, SEGURIDAD JURIDICA, CONFIANZA LEGITIMA y CONTROVERSIA JURÍDICA 

MATERIA DE LA DECISIÓN JUDICIAL 

 

La sentencia proferida por la SALA DE LA SECCIÓN TERCERA “SUBSECCION B” DEL CONSEJO DE ESTADO  

el   13 de julio de 2022, notificada conforme lo previsto en el artículo 203 del  CPACA, el día 30 de 

agosto de 2022, y por edicto el 15 de septiembre del mismos año dentro del proceso No 25000-23-

26-000-2012-00838-1 (52089)  desbordó   el marco de acción que la Constitución y la ley le 

reconocen, al desconocer los derechos fundamentales al debido proceso, seguridad jurídica, 

confianza legítima y controversia jurídica materia de la decisión judicial conforme lo expongo a 

continuación: 

 

1. DEFECTOS SUSTANTIVOS  

 

1.1. PRIMER DEFECTO SUSTANTIVO  

 

El primer defecto sustantivo consistió en no aplicar el numeral 6 del art. 14 del Pacto 

Internacional de Derechos Civiles y Políticos1 , numeral 7 de la Constitución Política de 

Colombia2 y artículo 70  de la Ley 270 de 19963 . 

 

La accionante dentro de las oportunidades procesales, al interior de la providencia 

judicial acusada de incurrir en error judicial, esto es,  la sentencia del 28 de abril de 2011 

proferida por el Juzgado Trece Civil del Circuito de Bogotá, la cual quedó ejecutoriada el 

12 de mayo de 2011, agotó todos y cada uno de los recursos ordinarios para hacer valer 

 
1Cuando una sentencia condenatoria firme haya sido ulteriormente revocada, o el condenado haya 

sido indultado por haberse producido o descubierto un hecho plenamente probatorio de la comisión 

de un error judicial, la persona que haya sufrido una pena como resultado de tal sentencia deberá 

ser indemnizada, conforme a la ley, a menos que se demuestre que le es imputable en todo o en 

parte el no haberse revelado oportunamente el hecho desconocido. 

 
2Colaborar para el buen funcionamiento de la administración de la justicia. 

3Culpa exclusiva de la víctima. El daño se entenderá como debido a culpa exclusiva de la víctima 

cuando ésta haya actuado con culpa grave o dolo, o no haya interpuesto los recursos de ley. En 

estos eventos se exonerará de responsabilidad al Estado 
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sus derechos e intereses, de lo que se desprende que observó una adecuada y excelente 

diligencia procesal. 

 

Los “recursos de ley” deben entenderse como los medios ordinarios de impugnación de 

las providencias, es decir, aquellos que no sólo permiten el examen completo de la 

decisión con el objeto de corregir los errores de toda clase, tanto de hecho como 

jurídicos, sino que puedan interponerse sin sujeción a las rígidas causales que operan 

para los extraordinarios. 

 

Teniendo en cuenta que la demandante agotó todos los mecanismos que la Constitución 

y la Ley establecen, de conformidad con lo previsto por el artículo 67 de la Ley 270 de 

1996, se acudió a la acción de reparación directa por falla en el servicio, como 

consecuencia de la actuación subjetiva, caprichosa, arbitraria, torticera  y 

flagrantemente del Juez Trece (13) Civil del Circuito, con el fin de obtener que la Nación 

fuera declarada administrativamente responsable de la totalidad de los perjuicios que le 

ocasionaron, derivados del error jurisdiccional, contenidos en la sentencia sustitutiva de 

segunda instancia,  proferida el día veintiocho (28) de abril de dos mil once (2011), al 

interior del proceso No 2006-1078. 

 

1.2. SEGUNDO DEFECTO SUSTANTIVO EN TORNO AL METODO  

 

El segundo defecto sustantivo consistió en aplicar para el caso en concreto lo regulado 

en los artículos 27 y 52 de la Constitución Nacional  a través de interpretaciones 

contraevidentes, irrazonables y desproporcionadas, aplicó las precitadas normas de 

manera errada, las saco del marco de la juridicidad y de la hermenéutica .  

 

En la acción de tutela, tanto el incumplimiento del fallo como el desacato tocan el tema 

de la responsabilidad jurídica, pero mientras que el simple incumplimiento de la sentencia 

se refiere a una responsabilidad de “tipo objetivo”, el desacato implica la comprobación 

de una “responsabilidad subjetiva”. Esta precisión genera diferencias importa en cuanto 
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a las decisiones que puede tomar el juez de tutela y especialmente sobre las reglas y 

garantías que se deben respetar en el trámite previo a la adopción de decisiones, pues 

si bien el incumplimiento del fallo de tutela lleva consigo el desacato, tanto el trámite de 

cumplimiento de la orden como el trámite de desacato se rigen por postulados 

diferentes. 

 

Para el caso en concreto la orden impartida por la Corte Constitucional en la Sentencia 

T- 589 de 2010, en el sentido de proferir un  fallo sustitutivo, fue materializada por el 

Juzgado Trece (13) Civil del Circuito de Bogotá el día veintiocho (28) de abril de dos mil 

once (2011), la orden de proferir el fallo fue cumplida, aunque de manera defectuosa; 

caprichosa y arbitraria. En consecuencia de ello la accionante acudió a la acción de 

reparación directa con el fin de obtener judicialmente la indemnización de perjuicios 

derivados de dicho error jurisdiccional 

 

Así las cosas no puede decirse, como erradamente lo entendió la Sala de la Sección 

Tercera -Subsección B- del Consejo de Estado que era obligación de la accionante haber  

acudido al trámite de cumplimiento de acción de tutela contra la sentencia sustitutiva 

proferida por el Juzgado Trece  Civil del Circuito de Bogotá por las siguientes razones: 

 

i) El Juzgado Trece  Civil del Circuito de Bogotá materializó la orden de proferir un 

fallo sustitutivo, aunque de manera caprichosa, arbitraria y grosera; pero lo hizo. 

 

ii) La responsabilidad exigida para el cumplimiento de una tutela es objetiva, la 

exigida para el desacato es subjetiva.  

 

iii) El error jurisdiccional cometido por el Juzgado Trece (13) Civil del Circuito fue 

de los denominados errores facti in iudicando, decisión que no podía ser 

modificada o sustituida a través de un cumplimiento de fallo de tutela. 

 
Ni el desacato ni el cumplimiento a un fallo de tutela pueden ser considerados como un 

requisito de procedibilidad para acudir a la acción de reparación directa por error 
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jurisdiccional como erradamente lo entendió la Sala de la Sección Tercera -Subsección 

B- del Consejo de Estado. 

 

2. DEFECTOS FACTICOS 

 

2.1. PRIMER DEFECTO FACTICO POR DIMENSIÓN NEGATIVA 

 

El primer  defecto fáctico consistió en ignorar las pruebas obrantes dentro del proceso, 

esto es, copia del proceso ordinario de  Jaqueline Rodríguez Espejo contra Luís Elicerio 

Velasco Arias, radicado bajo el No 11001400303920060107800.  

 

De acuerdo al contenido de éstas pruebas la accionante logró demostrar que previo a 

acudir a la acción de reparación directa interpuso los recursos de ley al interior del 

proceso ordinario.  

 

Impartido el trámite de que tratan los artículos 409 a 414 del Código de Procedimiento 

Civil, el día dos (2) de febrero  de dos mil nueve (2009) el Juzgado Treinta y Nueve (39) 

Civil Municipal de Bogotá profirió sentencia de primera instancia, por medio de la cual  

absolvió a la parte demandada de todas y cada una de las pretensiones. Dentro del 

término legal la sentencia fue apelada, por incongruencia en relación con los hechos 

probados. 

 

Por reparto el trámite de segunda instancia correspondió al Juzgado Trece (13) Civil del 

Circuito de Bogotá. Desatado el recurso de apelación, el Juzgado, mediante sentencia de 

fecha quince (15) de octubre de dos mil nueve (2009), confirmó la sentencia del a quo en 

el mismo sentido. 

 

Como la aquí accionante no contaba con ningún otra medio de defensa judicial, interpuso 

ante el Honorable Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá -Sala Civil-; acción de 

tutela contra la sentencia de segunda instancia proferida por el Juzgado Trece (13) Civil 

mailto:ferjuris77@gmail.com
http://www.orgalianza/


                                                                                                                                 Página 11 de 17  

A ALIANZ
Organización Jurídica

 

 

  ferjuris77@gmail.com   

Carrera 7 No 17-01 Bogotá / Oficina 902/ Edificio Colseguros 

Bogotá, D.C. – Colombia – South América/3142975140 

www.orgalianza.com   
 

 

del Circuito de esta ciudad, con el fin de que se le tutelara su derecho fundamental al 

debido proceso, que fue vulnerado por vías de hecho, debido a errores fácticos y 

procedimentales cometidos por el citado juzgado, y en consecuencia de ello se dejara sin 

valor y efecto dicha sentencia, ordenando proferir un nuevo fallo que se ajustara a 

derecho. 

 

Desatada la acción de tutela en primera instancia, la Sala Civil del Tribunal Superior del 

Distrito Judicial de Bogotá, mediante fallo adiado el veintiséis (26) de noviembre de dos 

mil nueve (2009), negó la protección solicitada, bajo el argumento de la autonomía e 

independencia judicial. Dentro del término legal dicha decisión que fue impugnada por la 

aquí accionante. 

 

Desatada la acción de tutela en segunda Instancia, la Sala de Casación Civil de la Corte 

Suprema de Justicia, mediante sentencia del diez (10) de febrero  de dos mil diez (2010) 

la confirmó, argumentando que contra las sentencias no procedía la acción de tutela, 

pues existían otros mecanismos jurídicos para hacer valer sus derechos. 

 

La Corte Constitucional mediante auto del  veintiséis (26) de marzo de  dos mil diez (2010) 

seleccionó para revisión la acción de tutela que fue interpuesta por Yaqueline Rodríguez 

Espejo contra el Juzgado Trece (13) Civil del Circuito. 

 

Mediante Sentencia T- 589, de fecha veintiséis (26) de Julio de Dos mil Diez (2010), la 

Corte Constitucional tuteló el derecho fundamental al debido proceso de la aquí 

accionante, y en consecuencia de ello dejo sin valor y efecto la sentencia proferida por 

el Juzgado Trece (13) Civil del Circuito de Bogotá, de fecha quince (15) de octubre de dos 

mil nueve (2009), dentro del proceso radicado bajo el No 2006-1078, y ordenó al juzgado 

accionado profiriera un nuevo fallo que debía ajustarse a las directrices señaladas por 

la Corte Constitucional en la parte motiva de la sentencia que amparó los derechos 

fundamentales. 
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En cumplimiento a la ordenado por la Corte Constitucional en  Sentencia T- 589 de 2010, 

el Juzgado Trece (13) Civil del Circuito profirió sentencia sustitutiva el día veintiocho (28) 

de abril de dos mil once (2011).  

 

La sentencia sustitutiva del Juzgado Trece (13) Civil del Circuito volvió a violar el derecho 

fundamental al debido proceso, por errores fácticos y normativos, aunado a que no se 

ajustó a lo indicado, ordenado y señalado por la Corte Constitucional en la sentencia T-

589 de 2010. 

 

Con base en lo expuesto se tiene que la accionante agotó los recursos ordinarios para 

hacer valer sus derechos e intereses, de lo que se desprende que dio fiel y cabal 

cumplimiento  a lo estableció en el num. 6 del art. 14 del Pacto Internacional de Derechos 

Civiles y Políticos4,  numeral 7º de la Constitución Política de Colombia5, y artículo 70  de 

la Ley 270 de 19966, observando una adecuada y excelente diligencia procesal, incluso, 

interpuso una acción de tutela. 

 

2.2. SEGUNDO DEFECTO FACTICO POR DIMENSIÓN NEGATIVA 

 

El segundo defecto fáctico consistió en ignorar la ejecutoria y firmeza de la sentencia 

contentiva del error jurisdiccional.   

 

Para el caso en concreto, la orden impartida por la Corte Constitucional en la Sentencia 

T- 589 de 2010, en el sentido de proferir un  fallo sustitutivo, fue materializada por el 

 
4 Cuando una sentencia condenatoria firme haya sido ulteriormente revocada, o el 

condenado haya sido indultado por haberse producido o descubierto un hecho 

plenamente probatorio de la comisión de un error judicial, la persona que haya sufrido una 

pena como resultado de tal sentencia deberá ser indemnizada, conforme a la ley, a menos 

que se demuestre que le es imputable en todo o en parte el no haberse revelado 

oportunamente el hecho desconocido. 

 
5 Colaborar para el buen funcionamiento de la administración de la justicia. 

6 Culpa exclusiva de la víctima. El daño se entenderá como debido a culpa exclusiva de la 

víctima cuando ésta haya actuado con culpa grave o dolo, o no haya interpuesto los 

recursos de ley. En estos eventos se exonerará de responsabilidad al Estado 
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Juzgado Trece (13) Civil del Circuito de Bogotá el día veintiocho (28) de abril de dos mil 

once (2011), y si bien fue cierto que se profirió un fallo sustitutivo, no es menos cierto  

que aquél no se ajustó a las directrices señaladas por la Corte Constitucional en la parte 

motiva de la sentencia que amparó los derechos fundamentales, razón por la cual se 

acudió a la acción de reparación directa. 

 

La sentencia sustitutiva proferida en segunda instancia por el Juzgado Trece (13) Civil 

del Circuito de Bogotá, de fecha veintiocho (28) de abril de dos mil once (2011), quedé en 

firme y debidamente ejecutoriada, porque contra la misma no procedía ningún tipo de 

recurso ordinario ni extraordinario.  

 

Los “recursos de ley” deben entenderse como los medios ordinarios de impugnación de 

las providencias, es decir, aquellos que no sólo permiten el examen completo de la 

decisión con el objeto de corregir los errores de toda clase, tanto de hecho como 

jurídicos, sino que puedan interponerse sin sujeción a las rígidas causales que operan 

para los extraordinarios. 

 

Así las cosas, no puede afirmarse, como erradamente lo entendió la Sala de la Sección 

Tercera “Subsección B” del Consejo De Estado, que contra la precitada sentencia 

sustitutiva proferida por el Juzgado Trece (13) Civil del Circuito se debió haber 

interpuesto la solicitud de cumplimiento de fallo de tutela establecido en el artículo 52 

del Decreto Nacional 2591 de 1991, pues las sentencias no pueden ser modificadas, 

revocadas ni muchos menos sustituidas a través de ese mecanismo jurídico. 

 

2.3. TERCER DEFECTO FACTICO POR DIMENSIÓN NEGATIVA 

 

El tercer  defecto fáctico consistió en incurrir en falsos juicios, ya que extrajo 

conclusiones fácticas contrarias frontalmente a la objetividad de la prueba, al dar por 

no probado, sin estarlo, que la sentencia sustitutiva proferida por el Juzgado Trece (13) 

Civil del Circuito de Bogotá, de fecha quince (15) de octubre de dos mil nueve (2009), 
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dentro del proceso radicado bajo el No 2006-1078 no  incurrió en una falla del servicio 

por error jurisdiccional. 

 

IV. PROCEDIBILIDAD PARA ACUDIR A LA PRESENTE ACCIÓN DE TUTELA 

 

A. Legitimación activa 

 

El artículo 86 de la Constitución Política establece que la acción de tutela es un mecanismo de defensa 

al que puede acudir cualquier persona para reclamar la protección inmediata de sus derechos 

fundamentales. En esta oportunidad, la ciudadana JAQUELINE RODRIGUEZ ESPEJO actúa en defensa de 

sus derechos constitucionales fundamentales  al debido proceso, seguridad jurídica, confianza 

legitima y controversia jurídica materia de la decisión judicial, los cuales fueron vulnerados por 

defectos sustantivos y factico al interior de la sentencia proferida el 13 de julio de 2022, notificada 

conforme lo previsto en el artículo 203 del  CPACA, el día 30 de agosto de 2022, y por edicto el 15 de 

septiembre del mismos año, dentro del proceso No 25000-23-26-000-2012-00838-1 (52089), razón 

por la cual se encuentra legitimada para actuar como accionante dentro de la presente acción 

constitucional. 

 

B. Legitimación pasiva 

 

La Sala de la  Sección Tercera “Subseccion B” del Consejo de Estado está legitimada como parte 

pasiva en el proceso de tutela bajo estudio, debido a que se le atribuye la afectación de los derechos 

fundamentales de la accionante, los cuales fueron vulnerados interior de la sentencia proferida el 13 

de julio de 2022, notificada conforme lo previsto en el artículo 203 del  CPACA, el día 30 de agosto de 

2022, y por edicto el 15 de septiembre del mismos año, dentro del proceso No 25000-23-26-000-

2012-00838-1 (52089), 

 

C. Subsidiariedad 
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Acorde con lo establecido en el Artículo 86 de la Carta Magna, y el Decreto 2591 de 1991 (artículo 10), 

la presente acción es procedente, toda vez que la accionante no cuentan con ningún otro mecanismo 

judicial para enmendar las lesiones y agravios producidos a sus derechos constitucionales 

fundamentales, pues ya agotaron los mecanismos ordinarios y extraordinarios a su alcance. 

 

D. Inmediatez 

 

La presente acción se está presentado dentro de un plazo razonable, como quiera que la sentencia 

proferida por la  Sala de la  Sección Tercera “Subseccion B” del Consejo de Estado fue proferida el 

13 de julio de 2022, notificada conforme lo previsto en el artículo 203 del  CPACA, el día 30 de agosto 

de 2022, y por edicto el 15 de septiembre del mismo año. 

 

V. PRETENSIONES DE LA ACCIÓN CONSTITUCIONAL 

 

Con base en los anteriores argumentos, respetuosamente solicito  a  esta Sala tutelar los  derechos 

fundamentales al debido proceso, seguridad jurídica, confianza legitima y controversia jurídica 

materia de la decisión judicial, los cuales fueron vulnerados por defectos sustantivos y fácticos al 

interior de la sentencia proferida el   13 de julio de 2022, notificada conforme lo previsto en el artículo 

203 del  CPACA el día 30 de agosto de 2022, y por edicto el 15 de septiembre del mismo año, dentro 

del proceso No 25000-23-26-000-2012-00838-1 (52089), y en consecuencia de ello: 

 

PRIMERO: Dejar sin valor y efecto la sentencia de segunda instancia proferida  el 13 de julio de 2022  

dentro del proceso No 25000-23-26-000-2012-00838-1 (52089), 

 

 

SEGUNDO: Ordenar a la Sala de la  Sección Tercera “Subseccion B” del Consejo de Estado proferir  

una sentencia sustitutiva. 
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VI. PRUEBAS 

 

Solicito se decreten y tengan como pruebas: 

 

1. DOCUMENTALES APORTADAS 

1.1. Copia de la sentencia de primera instancia, proferida por el Tribunal Administrativo de 

Descongestión de Cundinamarca, Sección Tercera, Subsección C, fechada el 12 de junio 

de 2014. 

1.2. Copia de la sentencia  de segunda instancia proferida por la Sala de la Sección Tercera 

“Subseccion B” del Consejo de Estado el 13 de julio de 2022, notificada conforme lo 

previsto en el artículo 203 del  CPACA, el día 30 de agosto de 2022, y por edicto el 15 de 

septiembre del mismos año, dentro del proceso No 25000-23-26-000-2012-00838-1 

(52089), 

 

2. DOCUMENTALES SOLICITADAS   

 

Se oficie al Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Tercera, Subsección C, para que envié 

con destino a esta acción constitucional el expediente No 25000-23-26-000-2011-00124-00 de 

JAQUELINE RODRIGUEZ ESPEJO contra la NACIÓN -DIRECCIÓN NACIONAL DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL 

 

 

VII. COMPETENCIA 

 

Es usted competente para conocer de la presente acción de tutela, de conformidad con lo previsto 

en el artículo 86 C.P., el Decreto 2591 de 1991 y el numeral 1. ° del artículo 2.2.3.1.2.1 del Decreto 1069 

de 2015, modificado por el artículo 1º del Decreto 333 de 2021. 
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VIII. NOTIFICACIONES 

 

1. La Sección Tercera “subsección B” del Consejo de Estado  recibe notificaciones en la calle 12 

# 7-65 de Bogotá; y a través de los correos electrónicos  cese03@notificacionesrj.gov.co 

y  ces3secr@consejodeestado.gov.co 

 

2. La accionante Jaqueline Rodríguez Espejo recibe notificaciones personales en su domicilio 

ubicado en la calle 55 # 25-73 de la ciudad de Bogotá, y a través de su correo electrónico 

yaki.07@hotmail.com 

 
 

3. El suscrito FERNANDO JOSE MERCHAN RAMOS, recibe notificaciones personales en la carrera 

7 No 17-01 Oficina 902 de Bogotá; y a través de mi correo electrónico ferjuris77@gmail.com 

 

Atentamente, 

 

 

FERNANDO JOSE MERCHÁN RAMOS 

C.C. No 80.491.968 

T.P. No 119.540 del C.S.J. 
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CONSEJO DE ESTADO 

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 

SECCIÓN TERCERA 

SUBSECCIÓN B 

 

Magistrado ponente: MARTÍN BERMÚDEZ MUÑOZ 

 

Bogotá D.C., trece (13) de julio de dos mil veintidós (2022) 

 

 

Referencia:  Reparación directa 

Radicación: 25000-23-26-000-2012-00838-01 (52089) 

Demandante: Yaqueline Rodríguez Espejo  

Demandado: Nación - Rama Judicial  

 

Tema:  Responsabilidad del Estado por error judicial. Se confirma la 

decisión de negar las pretensiones de la demanda porque el daño 

alegado es imputable a la <<culpa de la víctima>>, quien no 

adelantó el trámite de cumplimiento ante el juez de tutela para la 

debida protección del derecho fundamental vulnerado. 

 

SENTENCIA 

 

Verificada la inexistencia de irregularidades que invaliden la actuación, la Sala 

resuelve el recurso de apelación interpuesto por la demandante contra la 

sentencia del 12 de junio de 2014 proferida por el Tribunal Administrativo de 

Cundinamarca, que declaró probada la excepción de <<culpa exclusiva de la 

víctima>> y negó las pretensiones de la demanda.  

 

La Sala es competente para proferir esta providencia por tratarse de un recurso 

de apelación interpuesto en vigencia de la Ley 270 de 1996 contra una sentencia 

proferida en primera instancia por un tribunal, dentro de un proceso de reparación 

directa por hechos de la administración de justicia. 

 

El recurso de apelación fue admitido mediante providencia del 25 de septiembre 

de 2014. En el término de alegatos de conclusión la entidad demandada solicitó 

la confirmación de la sentencia. La demandante y el Ministerio Público guardaron 

silencio.  

 

I. ANTECEDENTES 

 

A. Posición de la parte demandante 

1.- La demanda que dio origen al proceso fue presentada el 18 de mayo de 2012 

por Yaqueline Rodríguez Espejo. Se dirigió contra la Nación - Rama Judicial para 

obtener la reparación del daño causado por el error judicial contenido en la 
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providencia del 28 de abril de 2011 proferida por el Juzgado Trece Civil del 

Circuito de Bogotá. La demandante alegó que la providencia incurrió en indebida 

valoración probatoria y desconoció una decisión de la Corte Constitucional. 

 

2.- En la demanda se formularon las siguientes pretensiones:  

<<A. DECLARATIVAS 
 
PRIMERA: Declarar administrativamente responsable a la NACIÓN – RAMA 
JUDICIAL de la totalidad de los perjuicios contra el patrimonio económico de mi 
representada, derivados del error jurisdiccional contenido en la sentencia 
sustitutiva de segunda instancia proferida por el juzgado trece (13) civil del circuito 
de Bogotá el 28 de abril de 2011, dentro del radicado 2006-1078. 
 

B. CONDENATORIAS 

 
PRIMERA: Condenar a la NACIÓN – RAMA JUDICIAL a pagar a la demandante 
las siguientes sumas de dinero: 
 
1.- Como daño material, en la modalidad de daño emergente, la suma de 
CATORCE MILLONES DE PESOS ($14.000.000), como consecuencia de los 
hechos acaecidos el día 5 de septiembre de 2006 en el que el rodante de placa 
QHW-193 resultó incinerado dentro del taller SINCRONAUTOS. 
 
2.- Como daño material, en la modalidad de lucro cesante, la suma de 
CINCUENTA MIL PESOS ($50.000) diarios, desde la fecha en que se incineró el 
rodante (5 de septiembre de 2006). 
 
3.- Indexar las anteriores sumas de dinero las cuales deben ser pagadas en forma 
actualizada (…)>> 
 

3.- Las pretensiones de la demanda se fundaron en las siguientes afirmaciones: 

 

3.1.- El 5 de septiembre de 2006 un vehículo de propiedad de la demandante 

resultó incinerado en el taller Sincronautos en Bogotá. Ella había ingresado el 

vehículo el día anterior para que fuera sincronizado. 

 

3.2.- La demandante inició un proceso de responsabilidad civil extracontractual 

contra el dueño del taller. Las pretensiones fueron negadas el 2 de febrero de 

2009 por el Juzgado Treinta y Nueve Civil Municipal de Bogotá, decisión que fue 

confirmada el 15 de octubre de 2009 por el Juzgado Trece Civil del Circuito de 

Bogotá. 

 

3.3.- La demandante presentó acción de tutela contra la decisión del Juzgado 

Trece Civil del Circuito de Bogotá para que se protegiera su derecho al debido 

proceso. El amparo fue negado por el Tribunal Superior del Distrito Judicial de 

Bogotá en decisión del 26 de noviembre de 2009, providencia que fue confirmada 

por la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia el 10 de febrero de 

2010. 
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3.4.- La Corte Constitucional seleccionó la acción de tutela de la demandante 

para revisión. En sentencia T-589 del 26 de julio de 2010 revocó los fallos de 

tutela, concedió el amparo al debido proceso, dejó sin efectos la sentencia 

proferida el 15 de octubre de 2009 por el Juzgado Trece Civil del Circuito de 

Bogotá, y le ordenó que profiriera nueva sentencia. 

 

3.5.- El Juzgado Trece Civil del Circuito de Bogotá profirió una nueva sentencia 

el 28 de abril de 2011, en la que negó las pretensiones y confirmó la sentencia 

de primera instancia en el proceso ordinario. 

 

3.6.- Según la demandante,  la anterior providencia no se ajustó a lo ordenado 

por la Corte Constitucional y vulneró el debido proceso porque: (i) no valoró el 

certificado de la Cámara de Comercio del taller demandado, del cual se 

desprende que se dedicaba a la reparación de automotores; (ii) valoró 

indebidamente la prueba testimonial practicada porque los testigos nunca 

negaron que en el taller se realizaban actividades peligrosas, y (iii) no tuvo en 

cuenta la confesión ficta del demandado a partir de la cual se tomaban por ciertos 

los hechos de la demanda que no fueron desvirtuados. 

 

B. Posición de la parte demandada 

 

4.- La Rama Judicial propuso la excepción de <<culpa exclusiva de la víctima>>. 

Adujo que la demandante debió iniciar un incidente de desacato contra el fallo 

que, en su concepto,  se apartó de lo ordenado por la Corte Constitucional. 

 

C. Sentencia recurrida 

 

5.- En sentencia de primera instancia el Tribunal Administrativo de Cundinamarca 

encontró configurada la excepción de <<culpa exclusiva de la víctima>>. Precisó 

que según la Ley 270 de 1996, esta excepción se configura cuando el 

demandante no interpone los recursos de ley. En este caso, la demandante no 

presentó el incidente de desacato, que era el recurso con el que contaba para el 

cumplimiento del fallo de tutela.   

 

D. Recurso de apelación 

 

6.- La demandante manifiesta que: (i) el incidente de desacato no es un recurso 

para revocar una providencia, pues <<atentaría contra la cosa juzgada material 

y la seguridad jurídica>>; y (ii) se encuentran configurados los presupuestos del 

error judicial. 

 

II. CONSIDERACIONES 

 

E. Asuntos procesales 
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7.- La Sala se pronunciará de fondo porque la acción de reparación directa se 

presentó dentro del término de dos años previsto en el artículo 136 del C.C.A.  

En efecto, la providencia judicial acusada de incurrir en error judicial es la 

sentencia del 28 de abril de 2011 proferida por el Juzgado Trece Civil del Circuito 

de Bogotá, la cual quedó ejecutoriada el 12 de mayo de 20111. A su turno, la 

demanda se presentó el 18 de mayo de 2012. 

 

F. Decisión  

 

8.- La Sala confirmará la sentencia de primera instancia porque, tal y como lo 

sostuvo el tribunal, el daño alegado es imputable a la <<culpa de la víctima>> 

quien no adelantó el trámite de cumplimiento ante el juez de tutela para la debida 

protección del derecho fundamental vulnerado. 

 

9.- Luego de que la Corte Constitucional amparó el derecho de la demandante, 

el Juzgado Trece Civil del Circuito de Bogotá profirió nueva sentencia el 28 de 

abril de 2011 en la que negó las pretensiones de la demanda a partir de las 

siguientes consideraciones: (i) indicó que la inasistencia del demandado al 

interrogatorio de parte implicaba tomar por ciertos los hechos de la demanda, 

según los cuales en el taller se desarrollaban actividades peligrosas por el uso 

de máquinas y combustibles. También estableció que el incendio se causó 

porque el dueño del taller no tomó las precauciones para evitar daños; (ii) señaló 

que la prueba testimonial2 demostraba que el automotor se encontraba 

estacionado, sin que ninguna persona lo estuviere manipulando, pues el 

establecimiento estaba cerrado; (iii) estimó desvirtuada la presunción de 

confesión ficta y consideró que no se configuraba la actividad peligrosa porque 

no existía prueba que indicara que se desplegó alguna <<actividad sobre el 

vehículo>>; (iv) concluyó que no se demostró la responsabilidad del demandado, 

quien recibió el vehículo para hacerle reparaciones, pero en la mañana siguiente 

<<sin mediar manipulación alguna (no existe prueba en contrario) por un corto 

circuito (causa probable determinada por los bomberos) se incendió el automotor 

(…) no configurándose la culpa como elemento para la determinación de la 

responsabilidad>>. 

 

10.- Si la accionante consideraba que la nueva sentencia no seguía los 

lineamientos fijados por la Corte Constitucional en la sentencia T – 589 de 2010, 

debió iniciar el trámite de cumplimiento de la tutela, pues el juez de tutela tiene 

competencia, mediante este mecanismo, para darle efectiva protección al 

derecho fundamental amparado.  

 

11.- Al respecto, el trámite de cumplimiento de los fallos de tutela puede usarse 

de forma simultánea o independiente al incidente de desacato y en aquel el juez 

                                                 
1 F. 127 c.2.  
2 Sobre el particular, le restó merito probatorio a los dichos del hijo y esposo de la demandante por ser de 
oídas y ser testigos sospechosos y le dio preponderancia a las declaraciones de terceros no vinculados con 
las partes quienes manifestaron que el establecimiento estaba cerrado.  
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de tutela cuenta con plenos poderes para la protección del derecho amparado. 

La Corte Constitucional indicó lo siguiente en la sentencia T–271 de 2015: 

 

<<El demandante en tutela cuenta con dos mecanismos, que puede utilizar 

simultánea o sucesivamente ante el incumplimiento de la orden emitida en el 

respectivo fallo. Así, el mencionado decreto [2591 de 1991] faculta al accionante 

para pedir el cumplimiento de la orden de tutela a través del denominado “trámite 

de cumplimiento” y/o para solicitar por medio del “incidente de desacato” que sea 

sancionada la persona que incumple dicha orden>>. 

 

12.- En efecto, el artículo 27 del Decreto 2591 de 1991 señala que el juez 

<<mantendrá la competencia hasta que esté completamente restablecido el 

derecho o eliminadas las causas de la amenaza>> y que podrá adoptar 

<<directamente todas las medidas para el cabal cumplimiento del mismo>>, lo 

cual, según la Corte, inclusive abarca la posibilidad de modificar la orden original 

(T-086/2003). Al respecto, en sentencia SU-1158 de 2003 la Corte Constitucional 

precisó el alcance de las potestades del juez de tutela en el trámite de 

cumplimiento: 

 

<<[e]l juez competente debe estar permanentemente alerta para que la orden de 

tutela sea cumplida y, aún de oficio, debe emplear todos los mecanismos 

necesarios para que el derecho fundamental no sea violado o no se amenace 

su violación. Para tal fin, el juez encargado de hacer cumplir la orden de tutela 

debe aplicar no solamente el artículo 27 del decreto 2591 de 1991, sino el artículo 

23 del decreto 2591 de 1991 que lo faculta para establecer todos los efectos 

para el caso concreto, evitar toda nueva violación y amenaza, perturbación o 

restricción y disponer todo “lo necesario para que el derecho sea libremente 

ejercido sin más requisitos”. Es decir que el juez no puede omitir lo 

jurídicamente permitido para hacer cumplir la orden de tutela>>. 

 

13.- Era entonces el juez de tutela el competente para determinar si se incumplió 

la orden impartida y, en tal caso, adoptar los mecanismos dirigidos a obtener su 

cumplimiento y garantizar efectivamente el derecho fundamental que se estimó 

vulnerado en la tutela. La activación de este mecanismo permite que el juez 

incluso adopte directamente el fallo de reemplazo, punto sobre el cual la 

jurisprudencia de la Corte ha señalado:  

 

<<Cuando a pesar de que en anteriores ocasiones se ha ordenado dictar un nuevo 
fallo, el juez de instancia se niega a proferirlo o lo hace separándose de las reglas 
fijadas en la jurisprudencia constitucional. En estos casos, el juez de tutela debe 
tomar directamente las medidas necesarias, pudiendo incluso dictar sentencia 
sustitutiva o de reemplazo, pues no quedaría alternativa distinta para garantizar la 
real y efectiva protección de los derechos fundamentales, entre los que se 
encuentra el de acceso a la administración de justicia>> (SU-332 de 2019). 

 

14.- De acuerdo con el artículo 70 de la Ley 270 de 1996, la causal de <<culpa 

exclusiva de la víctima>> se configura cuando esta <<haya actuado con culpa 

grave o dolo, o no haya interpuesto los recursos de ley>>. Es decir, el precepto 

no limita la procedencia de la excepción a la no interposición de los <<recursos 
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de ley>> y, por ende, no excluye otros eventos de exoneración de 

responsabilidad derivados del actuar gravemente culposo o doloso de la víctima.  

 

15.- Por lo anterior, la Sala declarará la culpa exclusiva de la víctima porque su 

comportamiento de no acudir al trámite de cumplimiento de la tutela, siendo este 

un instrumento que la ley le otorgaba para para corregir el error demandado, 

constituye una conducta que le es atribuible y que de haberla cumplido le habría 

permitido impedir que ocurriera el daño cuya reclamación persigue en este 

proceso.  Al igual que el legislador considera que no recurrir una providencia que 

permite corregir el error en el proceso constituye culpa de la víctima, no agotar 

un trámite judicial con el mismo propósito también estructura esta causal de 

exoneración por negligencia de la víctima.   

 

G.- Costas 

 

16.- En vista de que no se observa en este caso temeridad o mala fe en el actuar 

de las partes, la Sala se abstendrá de condenar en costas, de conformidad con 

lo previsto en el artículo 171 del Código Contencioso Administrativo, modificado 

por el artículo 55 de la Ley 446 de 1998.   

 

III. DECISIÓN 

 

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso 

Administrativo, Sección Tercera, Subsección B, administrando justicia en nombre 

de la República de Colombia y por autoridad de la ley,  

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: CONFÍRMASE la sentencia proferida el 12 de junio de 2014 por el 

Tribunal Administrativo de Cundinamarca por las razones expuestas en esta 

providencia.  

 

SEGUNDO: Sin CONDENA en costas. 

 

TERCERO: Ejecutoriada esta providencia, por Secretaría DEVUÉLVASE el 

expediente a su tribunal de origen. 

 

      NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

Con firma electrónica 

ALBERTO MONTAÑA PLATA 

Presidente 

Con firma electrónica 

MARTÍN BERMÚDEZ MUÑOZ 

Magistrado 

Con firma electrónica 

FREDY IBARRA MARTÍNEZ  

Magistrado  

 


